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sean parte las Misiones Diplomáticas, Delegaciones Permanentes u Oficinas 
Consulares de Colombia en el exterior, para lo cual podrá otorgar poderes dentro 
de la jurisdicción de la Misión u Oficina consular.

4. Celebrar contratos con las personas nacionales o residenciadas de manera per-
manente en el país en el que se encuentra ubicada la respectiva misión u oficina 
consular; suscribir las modificaciones, adiciones, prórrogas, suspensiones tem-
porales de los contratos y declarar la terminación y liquidación de los mismos, 
de acuerdo con las necesidades del servicio y con sujeción a la legislación laboral 
del país receptor, así como afiliar a los trabajadores locales al sistema de segu-
ridad social que el país receptor imponga a los empleadores, dando aplicación 
y cabal cumplimiento a la Convención de Viena sobre Asuntos Diplomáticos de 
1961, la Convención de Viena sobre Asuntos Consulares de 1963, el artículo 88 
del Decreto-Ley 274 de 2000, el artículo 5° del Decreto número 2078 de 2004, 
el artículo 1° del Decreto número 3357 de 2009 y el parágrafo del artículo 1° del 
Decreto número 2348 de 2014 y demás normas que lo modifiquen, adicionen o 
deroguen.

5. Ejercer las funciones de supervisión e interventoría de los contratos autorizados 
por el Ministerio de Relaciones Exteriores, velando por el estricto cumplimiento 
del objeto contenido en los mismos.

6. Abstenerse de asignar a los contratistas autorizados por el Ministerio de Relacio-
nes Exteriores, funciones que correspondan a personal de servicio exterior de la 
República y todas aquellas actividades que vayan en contra de la naturaleza de 
dichos contratos.

7. Posesionar a los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores que hayan 
sido designados a prestar sus servicios en la Misión Diplomática, Delegación 
Permanente u Oficina Consular bajo su dirección.

8. Acudir a los mecanismos alternativos de solución de controversias para dirimir 
los conflictos que se originen en desarrollo de la relación laboral, previa autori-
zación del Comité de Conciliación del Ministerio de Relaciones Exteriores y su 
Fondo Rotatorio.

9. Ordenar el gasto y los pagos de sentencias y acuerdos de conciliación judicial 
y extrajudicial, adelantadas en el territorio de la jurisdicción de la Misión que 
dirige, de conformidad con las disposiciones legales que regulan la materia.

Artículo 6°. Delegar en el Director de Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio 
de Relaciones Exteriores la siguiente función:

1.  La atención de todos los procesos que se relacionen con la Dirección de Asuntos 
Jurídicos Internacionales, especialmente las intervenciones ante la Corte Consti-
tucional con ocasión de la defensa de la constitucionalidad de los Tratados Inter-
nacionales aprobados por ley.

Artículo 7°. Delegar en el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica Interna del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, las siguientes funciones:

1.  Ejercer la representación judicial del Ministerio de Relaciones Exteriores y del 
Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores, en los procesos judi-
ciales, extrajudiciales, administrativos y laudos arbitrales en que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y su Fondo Rotatorio adscrito, hagan parte a nivel nacio-
nal. Para los fines anteriormente señalados, el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica 
Interna tendrá las facultades otorgadas por la Ley y expresamente las de notifi-
carse y otorgar poderes a los abogados que hagan parte de la Oficina Asesora 
Jurídica Interna.

Artículo 8°. Delegar en el Director de Asuntos Culturales del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, la siguiente función:

1.  Suscribir todos los trámites y actos de exportación e importación de material 
cultural y promocional de Colombia, incluidos los mandatos a nombre del Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores y/o su Fondo Rotatorio.

Artículo 9°. Delegar en el Jefe de la Oficina Asesora de Planeación y Desarrollo 
Organizacional, la siguiente función:

1.  Elaborar, implementar y hacer seguimiento a los Programas de Gestión Ambien-
tal del Ministerio de Relaciones Exteriores y su Fondo Rotatorio.

Artículo 10. En virtud de lo dispuesto en el artículo 211 de la Constitución Política y el 
artículo 12 de la Ley 489 de 1998, el Ministro de Relaciones Exteriores podrá, en cualquier 
momento, reasumir la competencia y revisar los actos expedidos por el delegatario, en 
ejercicio de las funciones delegadas por la presente resolución.

Artículo 11. De la vigencia y derogatoria. La presente resolución rige a partir de su 
publicación y deroga la Resolución número 5653 del 6 de julio de 2018.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de mayo de 2019.

El Ministro de Relaciones Exteriores,

Carlos Holmes Trujillo.

(C. F.).

Ministerio de Hacienda  
y crédito Público

Decretos

DECRETO NÚMERO 952 DE 2019

(mayo 31)
por el cual se adiciona el Capítulo 7, Título 1, Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 
1625 de 2016 Único Reglamentario en Materia Tributaria, que reglamenta el artículo 49 

de la Ley 788 de 2002, modificado por el artículo 19 de la Ley 1816 de 2016.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial las que le confiere el artículo 189 numeral 11 de la 
Constitución Política, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 19 de la Ley 1816 de 2016, que modifica el artículo 49 de la Ley 788 de 
2002, determina que la base gravable del impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos 
y similares está conformada por un componente específico y uno ad valórem;

Que la base gravable del componente específico es el volumen de alcohol que contenga 
el producto, expresado en grados alcoholimétricos;

Que la base gravable del componente ad valórem del impuesto al consumo de licores, 
vinos, aperitivos y similares es el precio de venta al público por unidad de 750 cc, sin 
incluir impuestos, ni participación, certificado anualmente por el DANE, garantizando la 
individualidad de cada producto;

Que se hace necesario por parte del Gobierno nacional, teniendo en cuenta las 
características específicas del sector, establecer reglas para la determinación del precio de 
venta al público de licores, vinos, aperitivos y similares, con el fin de que el DANE expida 
la certificación ordenada por la ley;

Que la Ley 1816 de 2016 le otorga al DANE la competencia para certificar el precio de 
venta al público, correspondiéndole al Gobierno nacional definir los elementos que hacen 
parte de este concepto en aras de establecer la base gravable del componente ad valórem 
del impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares;

Que el DANE cuenta con la información de los hábitos de consumo y sus respectivos 
precios que se encuentra relacionada en la Encuesta Nacional de Presupuestos de los 
Hogares Colombianos (ENPH), así como con la información necesaria para determinar la 
operación estadística idónea para la determinación del precio de venta al público al que se 
refiere la Ley 1816 de 2016;

Que en cumplimiento del numeral 8 del artículo 8° de la Ley 1437 el proyecto de 
decreto estuvo publicado en la página web del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
entre los días 12 de y 27 de abril del año en curso;

Que en mérito de lo anteriormente expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese al Capítulo 7, Título 1, Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 
1625 de 2016 Único Reglamentario en Materia Tributaria, los siguientes artículos:

Artículo 2.2.1.7.7. Precio de Venta al Público (PVP). Para los efectos del artículo 
19 de la Ley 1816 de 2016, que modifica el artículo 49 de la Ley 788 de 2002, el precio 
de venta al público será el último precio dentro de la cadena de comercialización, esto es, 
el precio final de venta sin incluir el impuesto a las ventas, el impuesto al consumo o la 
participación, según el caso, determinado por el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística (DANE) garantizando la individualidad de cada producto, a partir de los 
siguientes criterios:

Se tomará el precio de venta al público de los siguientes segmentos del mercado 
clasificados según la Encuesta Nacional de Presupuesto de los Hogares (ENPH):

a) Almacenes, supermercados de cadena, tiendas por departamento o hipermer-
cados;

b) Establecimientos especializados en la venta de bebidas alcohólicas;
c) Supermercados de barrio, tiendas de barrio, cigarrerías, salsamentarias y delica-

tesen.

Parágrafo.  El Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), a 
solicitud e parte, podrá recolectar los precios en los segmentos del mercado relacionados 
en el presente artículo, ubicados en ciudades diferentes a las capitales de departamentos, 
siempre que la comercialización sea mayoritaria en estas zonas. Lo dispuesto en el presente 
parágrafo tendrá efectos a partir de la certificación del precio de venta al público vigente 
para el año 2020.

Artículo 2.2.1.7.8. Imputación de Precio de Venta al Público (PVP). El Precio de 
Venta al Público (PVP) de los productos que ingresan al mercado por primera vez o de 
aquellos no incluidos en la certificación anual de precios, corresponderá al del producto 
incorporado en la certificación que más se asimile en sus características. Para esos 
efectos, el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) aplicará una 
metodología de imputación del precio a partir de las siguientes características objetivas 
de cada producto:
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a) Clasificación de la bebida alcohólica
b) Marca

c) Grados de alcohol
d) Presentación

e) País de origen

f) Años/añada

g) Color cepa (Vinos)

h) Variedad (Vinos)
i) Categoría (Vinos)

Parágrafo. El Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) 
actualizará el precio imputado de los productos comercializados en segmentos diferentes a 
los listados en el artículo 2.2.1.7.7 del presente decreto, si los productos son identificados 
en los segmentos de mercado visitados regularmente por la entidad.

Artículo 2°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de su publicación 
y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. La certificación correspondiente a 
la vigencia 2019 seguirá vigente hasta tanto el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística (DANE) expida la nueva certificación de conformidad con el presente decreto, 
la cual deberá hacerse en un término no mayor a 15 días calendario contados a partir de 
su publicación.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 31 de mayo de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

El Director del Departamento Nacional de Estadística,

Juan Daniel Oviedo Arango.

Ministerio de defensa nacional

Hospital Militar Central

Avisos
Bogotá, D. C.

La Directora General del Hospital Militar Central

HACE CONSTAR:

Que el día 19 de marzo de 2019, falleció el señor Daniel Joya Bayona (q. e. p. d.), 
quien se identificaba con cédula de ciudadanía número 4209878 de Pesca (Boyacá) y era 
pensionado de esta Entidad.

Que la señora María Aurora Bayona de Joya, identificada con cédula de ciudadanía 
número 41749523 de Bogotá, D. C., en calidad de cónyuge supérstite, solicita el 
reconocimiento y pago de la sustitución pensional, como única beneficiaria.

Que dentro del término de un (01) mes, deben presentarse a reclamar las personas que 
se consideren con igual o mejor derecho que el solicitante.

La Directora General de Entidad Descentralizada Adscrita al Sector Defensa Hospital 
Militar Central,

Mayor General Clara Esperanza Galvis Díaz.

La Jefe de Unidad de Seguridad y Defensa (e) Unidad de Talento Humano,

Doctora Sandra Patricia Galeano Camacho.

El Subdirector del Sector Defensa Subdirección Administrativa,

Coronel César Augusto Barrios Reina.

Imprenta Nacional de Colombia. Recibo Banco Davivienda 0891030. 15-V-2019. 
Valor $58.500.

Ministerio de Minas y energía

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 4-0483 DE 2019

(mayo 30)
por la cual se modifica la Resolución número 4 0072 de 2018.

La Ministra de Minas y Energía, en ejercicio de sus facultades legales y en aplicación 
de lo dispuesto en el Decreto número 381 de 2012, modificado y adicionado por el Decreto 
número 1617 de 2013 y, en especial, la que le confiere el artículo 2.2.3.2.4.6 del Decreto 
número 1073 de 2015, y

CONSIDERANDO: 

Que el artículo 365 de la Constitución Política de Colombia señala que los servicios 
públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y es su deber asegurar su prestación 
eficiente a todos los habitantes del territorio nacional.

Que de conformidad con lo previsto en los artículos 1°, 2° y 4° de la Ley 142 de 
1994, la prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica y sus actividades 
complementarias constituyen servicios públicos esenciales y el Estado intervendrá en los 
mismos a fin de, entre otros, garantizar la calidad del bien y su disposición final para 
asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios, así como su prestación 
continua, ininterrumpida y eficiente.

Que el numeral 9.1 del artículo 9° de la misma ley establece como derecho de los 
usuarios “Obtener de las empresas la medición de sus consumos reales mediante 
instrumentos tecnológicos apropiados, dentro de plazos y términos que para los efectos fije 
la comisión reguladora, con atención a la capacidad técnica y financiera de las empresas 
o las categorías de los municipios establecida por la ley”.

Que en el numeral 14.25 del artículo 14 de la Ley 142 de 1994 define el servicio 
público domiciliario de energía eléctrica como “(...) el transporte de energía eléctrica 
desde las redes regionales de transmisión hasta el domicilio del usuario final, incluida su 
conexión y medición. También se aplicará esta Ley a las actividades complementarias de 
generación, de comercialización, de transformación, interconexión y transmisión”.

Que el artículo 135 de la Ley 142 de 1994, señala sobre la propiedad de las conexiones 
domiciliarias que: “La propiedad de las redes, equipos y elementos que integran una 
acometida externa será de quien los hubiere pagado, si no fueren inmuebles por adhesión”.

Que el artículo 144 de la Ley 142 de 1994 establece que: “Los contratos uniformes 
pueden exigir que los suscriptores o usuarios adquieran, instalen, mantengan y reparen 
los instrumentos necesarios para medir sus consumos. En tal caso, los suscriptores o 
usuarios podrán adquirir los bienes y servicios respectivos a quien a bien tengan; y la 
empresa deberá aceptarlos siempre que reúnan las características técnicas a las que se 
refiere el inciso siguiente.

La empresa podrá establecer en las condiciones uniformes del contrato las 
características técnicas de los medidores, y del mantenimiento que deba dárselas.

No será obligación del suscriptor o usuario cerciorarse de que los medidores funcionen 
en forma adecuada; pero sí será obligación suya hacerlos reparar o reemplazarlos, a 
satisfacción de la empresa, cuando se establezca que el funcionamiento no permite 
determinar en forma adecuada los consumos, o cuando el desarrollo tecnológico ponga a 
su disposición instrumentos de medida más precisos...”.

Que el artículo 87 de dicha Ley establece que el régimen tarifario de las empresas de 
servicios públicos estará orientado por los criterios de eficiencia económica, neutralidad, 
solidaridad, redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y transparencia.

Que específicamente, el numeral 87.1 establece que por eficiencia económica se 
entiende “(...) que el régimen de tarifas procurará que estas se aproximen a lo que serían 
los precios de un mercado competitivo; que las fórmulas tarifarias deben tener en cuenta 
no solo los costos sino los aumentos de productividad esperados, y que estos deben 
distribuirse entre la empresa y los usuarios, tal como ocurrida en un mercado competitivo; 
y que las fórmulas tarifarias no pueden trasladar a los usuarios los costos de una gestión 
ineficiente, ni permitir que las empresas se apropien de las utilidades provenientes de 
prácticas restrictivas de la competencia. (...)”.

Que el artículo 6° de la Ley 143 de 1994 consagra, dentro de los principios que rigen 
la prestación del servicio de energía eléctrica: i) el principio de eficiencia, el cual obliga a 
realizar la correcta asignación y utilización de los recursos de tal forma que se garantice 
la prestación del servicio al menor costo económico, ii) el principio de calidad, según el 
cual el servicio prestado debe cumplir con los requisitos técnicos que se establezcan para 
él, y iii) el principio de adaptabilidad, que conduce a la incorporación de los avances de 
la ciencia y de la tecnología que aporten mayor calidad y eficiencia en la prestación del 
servicio al menor costo económico.

Que los numerales 3 y 4 del artículo 2° del Decreto número 381 de 2012, establecen 
como funciones del Ministerio de Minas y Energía, “Formular, adoptar, dirigir y coordinar 
la política en materia de generación, transmisión, distribución y comercialización de 
energía eléctrica”; y “Formular, adoptar, dirigir y coordinar la política en materia de uso 
racional de energía y el desarrollo de fuentes alternas de energía y promover, organizar y 
asegurar el desarrollo de los programas de uso racional y eficiente de energía”.

Que según el literal a) del numeral 1 del artículo 6° de la Ley 1715 de 2014, le 
corresponde al Gobierno nacional, a través del Ministerio de Minas y Energía, expedir los 
lineamientos de política energética en materia de gestión eficiente de la energía y demás 
medidas para el uso eficiente de la energía, bajo los principios contenidos en las Leyes 142 
y 143 de 1994.

Que el artículo 7° de la Ley 1715 de 2014, establece que el Gobierno nacional 
promoverá la gestión eficiente de la energía mediante la expedición de los lineamientos 
de política energética, regulación técnica y económica, beneficios fiscales, campañas 
publicitarias y demás actividades necesarias, conforme a las competencias y principios 
establecidos en esta Ley y las Leyes 142 y 143 de 1994.

Que de conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la Ley 1715 de 2014, en 
lo referente a la respuesta de la demanda, “El Ministerio de Minas y Energía delegará 
a la CREG para que establezca mecanismos regulatorios para incentivar la respuesta 
de la demanda con el objeto de desplazar los consumos en períodos punta y procurar el 
aplanamiento de la curva de demanda; así como también para responder a requerimientos 
de confiabilidad establecidos por el Ministerio de Minas y Energía, o por la misma CREG”.

Que el Decreto número 2492 de 2014, establece la adopción de disposiciones en 
materia de implementación de mecanismos de respuesta de la demanda.


